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Caso Núm. 
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Sobre: 
 
IMPUGNACIÓN O 
CONFIRMACIÓN DE 
LAUDO 

Panel integrado por su presidenta, la Juez Brignoni Mártir, el Juez 
Candelaria Rosa, la Jueza Álvarez Esnard, y la Jueza Díaz Rivera.  

 

Brignoni Mártir, Juez Ponente 
 
 

RESOLUCIÓN 
 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 8 de agosto de 2024. 

Comparece la Hermandad de Empleados de Oficinas y Ramas 

Anexas de la Autoridad de Autobuses Metropolitana (en adelante, 

Hermandad) en representación del interés del señor David Rodríguez 

Ayala mediante un recurso intitulado Apelación. Nos solicita que 

revoquemos una Orden emitida el 26 de marzo de 2024, notificada al día 

siguiente, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan. 

Mediante la referida determinación, el foro primario decretó que el laudo 

impugnado constituye un dictamen final y firme, el cual no admite 

enmiendas para añadir partidas independientes. 

Examinado el recurso presentado, lo acogemos como certiorari de 

conformidad a la Regla 32(D) del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. 

XXII-B, R. 32(D), debido a que el dictamen recurrido procede de un laudo 
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de arbitraje. Así dispuesto, denegamos la expedición del auto por los 

fundamentos que expondremos a continuación.  

I. 

El 23 de septiembre de 2022, la Autoridad Metropolitana de 

Autobuses de Puerto Rico (en adelante, AMA), presentó una Solicitud de 

Impugnación de Laudo de Arbitraje ante el Tribunal de Primera Instancia. 

En ajustada síntesis, solicitó la revocación del Laudo Arbitral emitido por el 

Departamento del Trabajo y Recursos Humanos bajo el argumento de que 

la reclamación laboral se encuentra prescrita. Dicha determinación arbitral 

ordenó a la AMA a pagar el diferencial de salario del señor Rodríguez 

Ayala, quien, además de ejercer las funciones de oficinista de contabilidad, 

laboró como técnico de administración.  

En respuesta, la Hermanada sometió su Oposición a Solicitud 

Impugnación Laudo. En esta, indicó que suscribió un Convenio Colectivo 

con la AMA en el cual acordaron someter sus querellas al árbitro del 

Negociado de Conciliación y Arbitraje. Por tanto, alegó que la causa de 

acción radicada no se encuentra prescrita, toda vez que la ley provee un 

término de tres (3) años para instarla. Adujo, además, que aún no había 

recibido el salario diferencial correspondiente a las labores realizadas 

desde el 23 de agosto de 2010 y el 1 de julio de 2012. Tras considerar 

ambas posturas, el 27 de junio de 2023, el foro primario dictó Sentencia, 

notificada el 30 de junio de 2023, en la cual declaró No Ha Lugar la solicitud 

de revisión.  

Agotados los remedios procesales de instancia, la AMA acudió ante 

este Tribunal de Apelaciones mediante un escrito intitulado Apelación 

acogido como una petición de certiorari. Luego de evaluar dicho recurso, el 

14 de noviembre de 2023, esta Curia emitió Resolución, en la cual denegó 

la expedición del auto discrecional. 1  En ese dictamen, esbozamos el 

siguiente pronunciamiento judicial: 

 
1 Véase la Resolución bajo la designación alfanumérica KLAN2023-00734. 
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[L]uego de examinar detenidamente el asunto ante 
nuestra consideración bajo los criterios de la Regla 40 de 
nuestro Reglamento, supra, no encontramos razón para 
variar la determinación del foro primario. La decisión del 
TPI fue razonable, conforme a las normas jurídicas y al 
derecho aplicable. Consideramos además que la AMA 
tampoco demostró en su recurso que tribunal a quo haya 
actuado de forma prejuiciada o parcializada, ni que 
incurriera en craso abuso de discreción o se equivocara 
en la aplicación de la norma jurídica. 
 
Posteriormente, el 5 de marzo de 2024, la Hermandad presentó una 

Solicitud Daños Líquidos, Imposición de Honorarios de Abogados e 

Intereses.2 En esta, alegó que la AMA no había emitido el pago ascendente 

a $17,575.22 producto de la labor rendida por el señor Rodríguez Ayala en 

su anterior puesto. Precisó que debía sumársele $23,418.98 a la cantidad 

adeudada en concepto de intereses anuales. Peticionó, además, el cobro 

del veinticinco por ciento (25%) en honorarios de abogados. 

Evaluada su solicitud, el 26 de marzo de 2024, el Tribunal de 

Primera Instancia emitió una Orden, notificada al día siguiente. 3   Al 

respecto, enunció el siguiente razonamiento jurídico: 

La Sentencia dictada por el Tribunal de Primera Instancia el 
27 de junio de 2023 confirmó el Laudo objeto de impugnación 
el cual a su vez dispuso: "La querella de autos es arbitrable 
procesalmente. Se ordena a la Autoridad el pago del sueldo 
básico de la nueva clase, o diferencia en escala, lo que sea 
mayor, por el periodo correspondiente del 23 de agosto de 
2010 hasta el 1 de julio de 2012. Dicho pago se realizará en 
o antes de los 30 días contados a partir de la Certificación de 
este Laudo." La AUTORIDAD METROPOLITANA DE 
AUTOBUSES (AMA) acudió en alzada y el Tribunal de 
Apelaciones denegó el recurso de certiorari, registrándose su 
Mandato el 27 de febrero de 2024. El 16 de febrero de 2024, 
la AMA emitió el pago por $7,866.05. El 5 de marzo de 2024, 
la Unión presentó SOLICITUD DAÑOS LÍQUIDOS 
IMPOSICIÓN HONORARIOS DE ABOGADOS E 
INTERESES (Entradas 26 y 27) la cual aneja una hoja de 
cómputos acreditando que el cómputo del diferencial para el 
periodo relevante asciende a $8,787.61. O sea, que la AMA 
pagó $921.56 menos de la cantidad adeudada. La AMA no 
presentó oposición. 
 
El Laudo y la Sentencia son finales y firmes y no están sujetos 
a revisión, ni se pueden enmendar para añadir partidas, 
independientemente de si estas proceden o no en ley. 
 
 

 
2 Apéndice de la parte peticionaria, págs. 18-22.  
3 Apéndice de la parte peticionaria, págs. 16-17. 
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"Se incluirán intereses al tipo que fije por reglamento la Junta 
Financiera de la Oficina del Comisionado de Instituciones 
Financieras, y que esté en vigor al momento de dictarse la 
sentencia, en toda sentencia que ordena el pago de dinero, a 
computarse sobre la cuantía de la sentencia desde la fecha 
en que se dictó la sentencia y hasta que ésta sea satisfecha, 
incluyendo las costas y honorarios de abogado. El tipo de 
interés se hará constar en la sentencia." Regla 44.3 de 
Procedimiento Civil. En este caso, la Sentencia del TPI no 
menciona los intereses ni expresa la tasa aplicable, pero los 
intereses legales son mandatorios. Al 30 de junio de 2023, 
fecha en que se registró la Sentencia, la tasa aplicable era 
8% anual. 
 
En virtud de lo anterior, se ordena a la AMA a pagar a la 
Querellante-Recurrida: los intereses devengados al 8% anual 
sobre el principal adeudado ($8,787.61) desde el 30 de junio 
de 2023 hasta el 16 de febrero de 2024, el balance insoluto 
de $921.56 más intereses sobre el balance insoluto 
computados al 8% anual desde el 17 de febrero de 2024 
hasta el saldo. 
 
Oportunamente, la Hermandad presentó su Solicitud de 

Reconsideración.4 Sostuvo que procede la concesión de los honorarios a 

la luz de la Ley para Regular la Concesión de Honorarios de Abogados en 

los Casos de Reclamaciones de Trabajadores o Empleados contra sus 

Patronos. Reclamó, a su vez, la imposición de la doble penalidad a tenor 

con la Ley de Salario Mínimo, Vacaciones y Licencia por Enfermedad.  

Advirtió que lo solicitado no enmienda ni añade partidas al laudo de 

arbitraje.  

Por su parte, la AMA sometió una Solicitud de Reconsideración 

Parcial acompañada del documentación.5 En esencia, peticionó que se le 

eximiera del cobro de $921.76 bajo el entendido de que no existe dicha 

deuda. Añadió que descontó la aludida cantidad del pago emitido para 

satisfacer el balance negativo por días de enfermedad del peticionario. De 

otra parte, requirió una imposición de 4.5% de interés anual sobre el 

principal adeudado, en vez del 8% impuesto de conformidad con los 

intereses aplicables a las sentencias judiciales. 

 
4 Apéndice de la parte peticionaria, págs. 2-4. 
5 Apéndice de la parte peticionaria, págs. 7-15. 
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Considerados los argumentos de ambas partes, el 12 de abril de 

2024, el tribunal recurrido dictaminó la Orden Enmendada en 

Reconsideración.6 En lo concerniente, emitió el siguiente pronunciamiento: 

Atendida la SOLICITUD DE RECONSIDERACIÓN PARCIAL 
(Entrada 30) se enmienda la Orden dada el 26 de marzo de 
2024 (Entrada #28) a los únicos efectos de corregir la tasa de 
interés aplicable:  
 
La Sentencia dictada por el Tribunal de Primera Instancia el 
27 de junio de 2023 confirmó el Laudo objeto de impugnación 
el cual a su vez dispuso: "La querella de autos es arbitrable 
procesalmente. Se ordena a la Autoridad el pago del sueldo 
básico de la nueva clase, o diferencia en escala, lo que sea 
mayor, por el periodo correspondiente del 23 de agosto de 
2010 hasta el 1 de julio de 2012. Dicho pago se realizará en 
o antes de los 30 días contados a partir de la Certificación de 
este Laudo." La AUTORIDAD METROPOLITANA DE 
AUTOBUSES (AMA) acudió en alzada y el Tribunal de 
Apelaciones denegó el recurso de certiorari, registrándose su 
Mandato el 27 de febrero de 2024. El 16 de febrero de 2024, 
la AMA emitió el pago por $7,866.05. El 5 de marzo de 2024, 
la Unión presentó SOLICITUD DAÑOS LÍQUIDOS 
IMPOSICIÓN HONORARIOS DE ABOGADOS E 
INTERESES (Entradas 26 y 27) la cual aneja una hoja de 
cómputos acreditando que el cómputo del diferencial para el 
periodo relevante asciende a $8,787.61. O sea, que la AMA 
pagó $921.56 menos de la cantidad adeudada. La AMA no 
presentó oposición. 
 
El Laudo y la Sentencia son finales y firmes y no están sujetos 
a revisión, ni se pueden enmendar para añadir partidas, 
independientemente de si estas proceden o no en ley. 
 
"Se incluirán intereses al tipo que fije por reglamento la 
Junta Financiera de la Oficina del Comisionado de 
Instituciones Financieras, y que esté en vigor al momento 
de dictarse la sentencia, en toda sentencia que ordena el 
pago de dinero, a computarse sobre la cuantía de la 
sentencia desde la fecha en que se dictó la sentencia y 
hasta que ésta sea satisfecha, incluyendo las costas y 
honorarios de abogado. El tipo de interés se hará constar 
en la sentencia." Regla 44.3 de Procedimiento Civil. En 
este caso, la Sentencia del TPI no menciona los intereses 
ni expresa la tasa aplicable, pero los intereses legales 
son mandatorios. Al 30 de junio de 2023, fecha en que se 
registró la Sentencia, la tasa aplicable era 4.5% anual. 
 
En virtud de lo anterior, se ordena a la AMA a pagar a la 
Querellante-Recurrida: los intereses devengados al 4.5 % 
anual sobre el principal adeudado ($8,787.61) desde el 30 
de junio de 2023 hasta el 16 de febrero de 2024, el balance 
insoluto de $921.56 más intereses sobre el balance 
insoluto computados al 4.5%% anual desde el 17 de 
febrero de 2024 hasta el saldo. (Énfasis nuestro).  
 

 
6 Apéndice de la parte peticionaria, págs. 5-2. 
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Inconforme aún, la Hermandad acudió ante nos mediante un recurso 

de Apelación acogido como una petición de certiorari. En su escrito, señala 

que el foro primario incurrió en la comisión de los siguientes errores: 

PRIMER ERROR: ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE 
PRIMERA INSTANCIA AL SOLAYAR EL MANDATO DE LA 
LEY VIGENTE Y NO IMPONERLE AL PATRONO EL PAGO 
DOBLE DE LOS DINEROS ADEUDADOS AL 
QUERELLANTE. 
 
SEGUNDO ERROR: ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL NO OBEDECER EL MANDATO DE LEY 
VIGENTE Y NEGAR LA CONCESIÓN DE HONORARIOS DE 
ABOGADOS. 
 
TERCER ERROR: ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL OTORGAR INTERESES PARCIALES 
SOBRE LA CANTIDAD ADEUDADA A PARTIR DE LA 
SENTENCIA DICTADA Y NO DESDE EL LAUDO EMITIDO. 
 
CUARTO ERROR: ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL CONSIDERAR LIVIANAMENTE LOS 
HECHOS DE ESTE CASO.  
 
Examinado el recurso, esta Curia ordenó a la parte recurrida a 

presentar su postura. Eventualmente, el 24 de junio de 2024, la AMA 

solicitó una breve prórroga para presentar su oposición dentro del término 

de diez (10) días contados a partir de dicha petición. Concedida tal solicitud, 

el 8 de julio de 2024, la entidad recurrida presentó Oposición a Expedición 

de Certiorari.  

Contando con la comparecencia de ambas partes, procedemos a 

discutir el derecho aplicable a esta controversia.  

II. 

A. Recurso del certiorari 

El auto de certiorari es un recurso extraordinario mediante el cual un 

tribunal de jerarquía superior puede revisar a su discreción una 

determinación de un tribunal inferior. Orthopedics Prod. Of Puerto Rico, 

LLC v. Medshape, Inc., 207 DPR 994, 1004 (2021). Véase, también, el 

Artículo 670 del Código de Enjuiciamiento Civil de 1933 de la Ley de 

Recursos Extraordinarios, 32 LPRA sec. 3491. La característica distintiva 

de este recurso “se asienta en la discreción encomendada al tribunal 

revisor para autorizar su expedición y adjudicar sus méritos”. Rivera Gómez 
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v. Arcos Dorados Puerto Rico, 212 DPR 194, 209 (2023); IG Builders et al. 

v. BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012).   

Ahora bien, el ejercicio de esta discreción no es absoluto. A esos 

fines, la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, delimita 

las instancias que activan nuestras facultades revisoras ante resoluciones 

u órdenes interlocutorias:  

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 

interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 

solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones 

cuando se recurra de una resolución u orden bajo las Reglas 

56 y 57 o de la denegatoria de una moción de carácter 

dispositivo. No obstante, y por excepción a lo dispuesto 

anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá revisar 

órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por el 

Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 

decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o 

peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios 

evidenciarios, anotaciones de rebeldía, en casos de 

relaciones de familia, en casos que revistan interés público o 

en cualquier otra situación en la cual esperar a la apelación 

constituiría un fracaso irremediable de la justicia. Al denegar 

la expedición de un recurso de certiorari en estos casos, el 

Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar su 

decisión.  

 

La precitada regla “reconoce que ciertas determinaciones 

interlocutorias pueden afectar sustancialmente el resultado del pleito o 

tener efectos limitativos para la defensa o reclamación de una parte o 

conllevar cuestiones neurálgicas o de política pública que deben estar 

sujetos a revisión de forma inmediata”. Torres González v. Zaragoza 

Meléndez, 211 DPR 821, 847-848 (2023) (citando a R. Hernández Colón, 

Práctica Jurídica de Puerto Rico: Derecho Procesal Civil, 6.ª ed., San Juan, 

Ed. LexisNexis, 2017, Sec. 5515a, pág. 533). Sin embargo, aun cuando 

al amparo de dicha regla ostentamos jurisdicción sobre ciertas 

determinaciones interlocutorias, “la expedición del auto y la 

adjudicación en sus méritos es discrecional”. Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, 175 DPR 83, 96 (2008). (Énfasis nuestro).  
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En armonía con lo anterior, la Regla 40 del Tribunal de Apelaciones, 

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, preceptúa los criterios para la expedición de un 

auto de certiorari: 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 
  
(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema. 
  
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.  
 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados. 
  
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración. 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio. 
  
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.  
 
Estas consideraciones orientan la función del foro apelativo para 

ejercer sabiamente su facultad discrecional. Rivera Gómez v. Arcos 

Dorados Puerto Rico, supra, pág. 209. A su vez, esta disposición 

reglamentaria permite que el análisis revisorio no se efectúe en el vacío ni 

se aparte de otros parámetros al momento de considerar los asuntos 

planteados. Rivera Gómez v. Arcos Dorados Puerto Rico, supra; 800 Ponce 

de León v. American International, 205 DPR 163, 176 (2020).  

A la luz de tales preceptos, los tribunales revisores no debemos 

intervenir en las determinaciones de hechos del tribunal de instancia, “salvo 

que se pruebe que dicho foro actuó con prejuicio o parcialidad o incurrió en 

craso abuso de discreción o en error manifiesto”. Citibank v. ACBI, 200 

DPR 724, 736 (2018). Véase, además, Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 

187 DPR 750, 771 (2013). En este ejercicio revisorio, nos corresponde ser 

cuidadosos y conscientes de la naturaleza de la controversia ante nuestra 

consideración.  Torres González v. Zaragoza Meléndez, supra.  
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B. Revisión judicial de los laudos de arbitraje 

Como norma general, los laudos de arbitraje gozan de gran 

deferencia por parte de los tribunales. UGT v. HIMA San Pablo de Caguas, 

202 DPR 917, 929 (2019); UGT v. Corp. Difusión Púb., 168 DPR 674, 682 

(2006). En efecto, las determinaciones arbitrales son finales e inapelables, 

por lo que las cuestiones atendidas en un laudo no pueden litigarse ante 

los tribunales. Vivoni Farage v. Ortiz Carro, 179 DPR 990, 1007 (2010).   

Por consiguiente, la revisión judicial de los laudos se limitará a las 

instancias en las cuales quede demostrada: (1) la existencia de fraude, (2) 

conducta impropia del árbitro, (3) falta del debido proceso de ley, (4) 

ausencia de jurisdicción, (5) omisión de resolver todas las cuestiones en 

disputa o (6) que el laudo sea contrario a la política pública. Aut. Puertos v. 

HEO, 186 DPR 417, 427 (2012). De manera similar, las limitaciones a la 

revisión judicial ceden en el siguiente contexto:  

[E]sta norma de autolimitación encuentra una excepción 
cuando las partes pactan que los laudos de arbitraje se 
emitirán conforme a derecho. Entonces, los árbitros están 
obligados a resolver las controversias según las doctrinas 
legales prevalecientes y aceptadas. En las instancias en las 
que los laudos se deban emitir conforme a derecho, la 
revisión judicial será más incisiva, por lo cual los tribunales 
podrán enmendar errores jurídicos relacionados al derecho 
aplicable. Indulac v. Central General de Trabajadores, 207 
DP2 279, 295-296 (2021). Véase, también, Aut. Puertos v. 
HEO, supra, pág. 427 
 
Así pues, el recurso de revisión a utilizarse para impugnar los laudos 

de arbitraje obrero-patronal no se rige por el trámite procesal común y 

corriente de las acciones civiles ordinarias, sino que es análogo a la 

revisión judicial de decisiones administrativas. Unión General de 

Trabajadores v. Centro Médico del Turabo, Inc., 208 DPR 944, 956 (2022); 

Dpto. Educ. v. Díaz Maldonado, 183 DPR 315, 326 (2011). De manera que, 

el procedimiento a seguir ante el foro judicial para impugnar los laudos 

arbitrales obrero patronal será similar al empleado cuando el tribunal, 

actuando como foro apelativo, revisa la corrección o incorrección de la 

sentencia emitida por un tribunal inferior o la decisión de un organismo 

administrativo, de conformidad con las Reglas para el Procedimiento de 
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Revisión de Decisiones Administrativas ante el Tribunal de Primera 

Instancia. Íd., págs. 956-957. En estos casos, el término para instar los 

recursos de revisión de laudos de arbitraje emitidos por el Negociado 

de Conciliación y Arbitraje será el de treinta (30) días improrrogables, 

contados a partir del archivo en autos de copia de la notificación del 

laudo. Íd. Véase, además, U.I.L. de Ponce v. Destilería Serrallés, Inc., 116 

DPR 348, 355, esc. 4 (1985). (Énfasis nuestro).  

C.  Intereses legales al amparo de la Regla 44.3 de Procedimiento 
Civil 

 
Nuestro esquema procesal provee el mecanismo para la imposición 

de intereses legales. En esa dirección, la Regla 44.3(a) y (b) de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 44.3(a) y (b), regula la imposición 

de intereses legales: 

(a) Se incluirán intereses al tipo que fije por reglamento la 
Junta Financiera de la Oficina del Comisionado de 
Instituciones Financieras, y que esté en vigor al momento de 
dictarse la sentencia, en toda sentencia que ordena el pago 
de dinero, a computarse sobre la cuantía de la sentencia 
desde la fecha en que se dictó la sentencia y hasta que ésta 
sea satisfecha, incluyendo las costas y honorarios de 
abogado. El tipo de interés se hará constar en la sentencia. 
La Junta fijará y revisará periódicamente la tasa de interés 
por sentencia, tomando en consideración el movimiento en el 
mercado y con el objetivo de desalentar la presentación de 
demandas frívolas, evitar la posposición irrazonable en el 
cumplimiento de las obligaciones existentes y estimular el 
pago de las sentencias en el menor tiempo posible.  
 
(b) El tribunal también impondrá a la parte que haya 
procedido con temeridad el pago de interés al tipo que haya 
fijado la Junta en virtud del inciso (a) de esta regla y que esté 
en vigor al momento de dictarse la sentencia desde que haya 
surgido la causa de acción en todo caso de cobro de dinero y 
desde la presentación de la demanda, en caso de daños y 
perjuicios, y hasta la fecha en que se dicte sentencia a 
computarse sobre la cuantía de la sentencia, excepto cuando 
la parte demandada sea el Estado Libre Asociado de Puerto 
Rico, sus municipios, agencias, instrumentalidades o 
funcionarios(as) en su carácter oficial. El tipo de interés se 
hará constar en la sentencia.  

 
Tales intereses se encuentran disponibles para toda parte victoriosa, 

es decir, su imposición es obligatoria, sin distinción de clase alguna y con 

independencia de si la parte contraria actuó o no con temeridad. González 

Ramos v. Pacheco Romero, 209 DPR 138, 146 (2022). Por ende, pueden 
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ser recomprados incluso cuando no se mencionen expresamente en el 

dictamen. Íd. Cabe señalar que, el interés legal es mandatorio al dictar 

una sentencia en que ordene el pago de dinero, por lo que, 

corresponde su imposición sobre la cuantía del dictamen sin 

excepción de clase alguna. Vélez Cortes v. Baxter, 179 DPR 455, 472 

(2010). Véase, además, Municipio de Mayagüez v. Rivera, 113 DPR 467, 

470 (1982). (Énfasis nuestro). Este se computa sobre la cuantía de la 

sentencia, incluidas las costas y los honorarios de abogado, desde la fecha 

en que se emita la sentencia hasta su satisfacción. González Ramos v. 

Pacheco Romero, supra, pág. 146. 

 Ahora bien, resulta menester señalar que, la Regla 44.3(b) establece 

una exención a la imposición de intereses legales por temeridad, la cual 

aplica al Estado, sus municipios, agencias, instrumentalidades o 

funcionarios en su carácter oficial.  Sin embargo, el alcance de la referida 

exención no releva a aquella corporación pública que goza de la estructura 

corporativa de una privada, funcionando en forma totalmente 

independiente del Gobierno. Rodríguez Cancel v. A.E.E., 116 DPR 443, 

460 (1985). Véase, también, Nieves Cruz v. Universidad de Puerto Rico, 

151 DPR 150, 172 (2000).  

C. Doctrina de la ley del caso 

Una determinación judicial adquiere el carácter de ley del caso al 

advenir una decisión final en los méritos de la cuestión considerada y 

decidida. Berkan v. Mead Johnson Nutrition Puerto Rico, Inc., 204 DPR 

183, 201 (2020). Una vez adquiera tal carácter, obliga tanto al tribunal de 

instancia como al que la dictó, si el caso vuelve ante su consideración. 

Cacho Pérez v. Hatton Gotay, 195 DPR 1, 10 (2016). Lo anterior implica 

que los derechos y las obligaciones adjudicados en el ámbito judicial, 

mediante dictamen firme, constituyen la ley del caso. Mgmt. Adm. Servs, 

Corp. v. E. L. A., 152 DPR 599, 606 (2000). Además, “los planteamientos 

que han sido objeto de adjudicación por el foro de instancia o por este 
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Tribunal no pueden reexaminarse”. Félix v. Las Haciendas, 165 DPR 832, 

843 (2005).  

Ahora bien, esta doctrina opera al servicio de la justicia, por lo que, 

no es férrea ni de aplicación absoluta. Mgmt. Adm. Servs, Corp. v. E. L. A., 

supra, pág. 608. Véase, también, Noriega v. Gobernador, 130 DPR 919, 

931 (1992). En efecto, si el caso retorna al tribunal mediante los 

mecanismos apropiados, y este entiende que sus determinaciones previas 

son erróneas y que podrían causar una grave injusticia, puede aplicar una 

norma de derecho distinta y así resolver de forma justa. Berkan v. Mead 

Johnson Nutrition Puerto Rico, Inc., supra, pág. 201.  

Por consiguiente, cuando se presenta un atentado contra los 

principios básicos de la justicia, los tribunales pueden descartar la 

aplicabilidad de la doctrina de la ley del caso. Cacho Pérez v. Hatton Gotay, 

supra, pág. 10. De lo contrario, nos corresponde resistirnos a reexaminar 

asuntos ya considerados dentro de un mismo caso en aras de salvaguardar 

el trámite ordenado y expedito de los litigios, así como promover la 

estabilidad y la certeza de derechos. Berkan v. Mead Johnson Nutrition 

Puerto Rico, Inc., supra, pág. 201. Véase, también, Mgmt. Adm. Servs, 

Corp. v. E. L. A., supra, pág. 608.  

III. 

En el presente recurso, la Hermandad señala que indició el Tribunal 

de Primera Instancia al no imponer el pago doble del dinero adeudado al 

querellante a tenor con la Ley de Salario Mínimo, Vacaciones y Licencia 

por Enfermedad. Aduce que procede la concesión de honorarios de 

abogados, así como la imposición de intereses legales desde que el 

Departamento del Trabajo y Recursos Humanos emitió el laudo de 

arbitraje. Consecuentemente, solicita la revocación la Orden Enmendada 

en Reconsideración.  

Por su parte, la AMA señala que para la fecha en que la Hermandad 

presentó la Solicitud Daños Líquidos, Imposición de Honorarios de 

Abogados e Intereses tanto el laudo de arbitraje como la sentencia del TPI 
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constituían dictámenes finales e inapelables. Argumenta que la 

mencionada entidad nunca recurrió de las referidas determinaciones a 

pesar de su inconformidad con el remedio provisto. Por tanto, considera 

que no procede la concesión de las partidas independientes objeto de este 

recurso. Así expuesto, nos peticiona denegar la expedición del auto de 

certiorari. 

Luego de evaluar sosegadamente el expediente ante nuestra 

consideración, determinamos que en el caso presente no surgen las 

circunstancias que activen nuestras facultades revisoras. En particular, la 

Orden recurrida no configura una determinación revisable de conformidad 

con las instancias prescritas en la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 52.1. De igual modo, la Hermandad tampoco demostró en 

su recurso que tribunal recurrido haya actuado de forma arbitraria, 

caprichosa, o haya incurrido en craso abuso de discreción, o en aplicación 

errónea del derecho a tenor con la Regla 40 del Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. Por consiguiente, nos 

encontramos imposibilitados a intervenir con el referido dictamen. En vista 

de lo anterior, denegamos la expedición del auto de certiorari. 

IV. 

Por los fundamentos que anteceden, denegamos la expedición del 

auto de certiorari.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones.  

 La jueza Álvarez Esnard disiente sin opinión escrita. 
 
 
 
 
 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


